PROYECTO DE LEY

El Senado y la Honorable Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires sancionan con fuerza de

LEY

Artículo 1º : Modificase los artículos 1º, 3º, 9º, 10º, 11º, 12º, 13º, 18º, 19º, 83º y 84º de la ley 12.061 y sus modificatorias , que quedarán redactados de la siguiente forma :
“Artículo 1º : El Ministerio Público es el cuerpo de fiscales, defensores oficiales y asesores de incapaces que, encabezado por el procurador general y el Defensor General , actúa con legitimación plena en defensa de los intereses de la sociedad y en resguardo de la vigencia equilibrada de los valores jurídicos consagrados en las disposiciones constitucionales y legales.-

Artículo 3º : "El servicio de la defensa pública tiene como función garantizar el acceso a la justicia y la inviolabilidad de la defensa en juicio.Será desempeñado por los señores defensores oficiales , titulares y adjuntos , funcionarios letrados y abogados de la matrícula conforme a las leyes reglamentarias y la presente.Los defensores estarán encargados de la asistencia jurídica y la defensa técnica de las personas a quienes deban representar durante las distintas etapas procesales. Para ello se garantiza la independencia técnica y la confidencialidad con su representado".-

Artículo 9º : Miembros. Son miembros del Ministerio Público:

1) El procurador general de la Suprema Corte de Justicia y el Defensor General  ; 2) El subprocurador general de la Suprema Corte de Justicia ; 3) El fiscal del tribunal de Casación y el defensor del tribunal de Casación ; 4) Los fiscales de cámaras y los defensores generales departamentales ; 5) Los adjuntos del fiscal y defensor del tribunal de Casación y de los fiscales de cámaras y defensores generales departamentales ; 6) Los agentes fiscales, los defensores oficiales y los asesores de incapaces ; 7) Los adjuntos de los agentes fiscales, de los defensores oficiales y de los asesores de incapaces.

Artículo 10º: "Para ser Defensor General , fiscal o defensor del Tribunal de Casación deberán reunirse los requisitos contemplados en el artículo 177 de la Constitución de la provincia de Buenos Aires para ser juez de la Suprema Corte.

Para ser fiscal o defensor general departamental, se requieren seis años de antigüedad en el ejercicio de la profesión y las mismas condiciones necesarias para ser juez de cámara.

Para ser agente fiscal, defensor oficial, asesor de incapaces o adjunto, se requieren tres años en el ejercicio de la profesión y las mismas condiciones necesarias para ser juez de primera instancia".-
Artículo 11º : El procurador general , subprocurador general y el Defensor General deberán prestar juramento ante la Suprema Corte de Justicia.-

El fiscal y defensor del tribunal de Casación, los fiscales de cámaras y defensores generales departamentales, también deberán prestar juramento ante la Suprema Corte de Justicia la que podrá delegar la realización del acto en el procurador general. Los adjuntos del fiscal y defensor del tribunal de Casación lo harán ante sus respectivos titulares.

Los restantes miembros del Ministerio Público deberán prestar juramento ante el fiscal de cámaras y defensor general departamental.

Artículo 12º: El procurador general de la Suprema Corte de Justicia es responsable del adecuado funcionamiento del Ministerio Público Fiscal , en cuyo ámbito ejerce funciones de superintendencia.-

Artículo 13º : Corresponde al procurador general de la Suprema Corte de Justicia:

1) Fijar las políticas generales del Ministerio Público Fiscal y controlar su cumplimiento, pudiendo dictar instrucciones generales a sus efectos.

2) Asignar funciones de fiscales departamentales adjuntos a los agentes fiscales que a tal efecto proponga cada fiscal de cámaras en su departamento judicial.

3) Recibir denuncias y promover investigaciones.

4) Evacuar consultas de los miembros del Ministerio Público.

5) Promover la acción de remoción contra el juez o integrante del Ministerio Público que haya incurrido en hechos o conductas que den lugar a su enjuiciamiento, en caso de hallar fundamento suficiente.

6) Controlar el estado de despacho y el desenvolvimiento de las tareas de juzgados y tribunales de cualquier fuero. A tal efecto podrá efectuar verificaciones y requerir pronto despacho en cualquier asunto, por sí o por intermedio de los demás miembros del Ministerio Público Fiscal deduciendo con facultades amplias y sin limitación los recursos y quejas tendientes a obtener una rápida administración de justicia, cuando ha vencido el término legal para dictar sentencia, resolución o auto, o se produzcan dilaciones indebidas reiteradas.

De oficio, por denuncia de interesado, deducirá la acción contra el juez negligente ante quien corresponda.

7) Intervenir en todas las causas que lleguen a la Suprema Corte de Justicia para las que se encuentre legitimado.

8) Sostener los recursos interpuestos por el Ministerio Público Fiscal o desistir de ellos mediante dictamen fundado, y recurrir y actuar ante los tribunales superiores cuando lo estime pertinente.

9)Vigilar el cumplimiento del deber de reserva.

10) Presidir y convocar los consejos de fiscales y asesores, cuando lo estime necesario y dictar sus reglamentos.

11)Dictar reglamentos y resoluciones que hagan al funcionamiento de los órganos que integran el Ministerio Público Fiscal.-

12)Proponer a los funcionarios auxiliares y empleados de la Procuración, y sostener las propuestas de los demás titulares de las dependencias del Ministerio Público, para su nombramiento por la Suprema Corte de Justicia.

13) Administrar los recursos humanos y materiales del Ministerio Público Fiscal conforme las reglas generales dictadas para el Poder Judicial.

14) Participar en el proyecto del presupuesto anual del Poder Judicial a los fines previstos por el artículo 8, y en las modificaciones que se estimaren necesarias, y administrar y disponer los fondos de la cuenta especial del Ministerio Público Fiscal , distribuyendo en forma equitativa la partida asignada.

15) Coordinar con la Suprema Corte de Justicia las cuestiones que interesen conjuntamente al tribunal y al Ministerio Público y dictaminar en todas las que deba resolver dicho tribunal en materia de superintendencia.

16) Informar a la Suprema Corte de Justicia las cuestiones que se relacionen con el Ministerio Público, a fin de dar cumplimiento a lo estatuido en el artículo 165 de la Constitución de la Provincia.

17) Organizar y propiciar actividades académicas tendientes a una mayor capacitación y especialización de los miembros del Ministerio Público.

18) Dirigir la Curaduría Oficial de Alienados ; y en forma conjunta con el Defensor General de la Provincia las oficinas judiciales instaladas en las unidades carcelarias.

19) Dirigir la Policía Judicial y la Policía en función judicial.

20) Delegar sus facultades en los órganos inferiores del Ministerio Público, cuando resultare pertinente.

21) Requerir a la Suprema Corte de Justicia la imposición de sanciones disciplinarias expulsivas e imponer las correctivas con comunicación a aquélla, respecto a los integrantes del Ministerio Público Fiscal.

22) Celebrar convenios con entidades públicas y privadas para una mejor prestación del servicio del Ministerio Público Fiscal.

23) Publicar anualmente una memoria de las labores realizadas.

24) Informar objetivamente a los medios de comunicación social sobre los principales asuntos o investigaciones, absteniéndose de vulnerar el principio de inocencia, el derecho a la intimidad, la dignidad de las personas y la reserva de las actuaciones judiciales.

25) Toda otra función que le señale la ley o sea indispensable para el cumplimiento de las facultades y deberes del cargo.

26) Dictar el reglamento de convocatoria y funcionamiento de los consejos de fiscales.
27) Participar en las deliberaciones del Consejo de la Magistratura, a fin de informar sobre los antecedentes de los postulantes, en los términos del artículo 21 de la Ley 11.868.

Artículo 18º: El Defensor General de la Provincia es responsable del adecuado funcionamiento de la Defensa pública , en cuyo ámbito ejerce funciones de superintendencia.-

Corresponde en particular al Defensor General de la Provincia:

1) Fijar las políticas generales del servicio de defensa público provincial y controlar su cumplimiento, pudiendo dictar instrucciones generales a sus efectos.-
2) Disponer por sí o mediante instrucciones generales o particulares, a los demás miembros del Ministerio Público que brindan el servicio de defensa pública , la adopción de todas las medidas que sean necesarias y conducentes para el ejercicio de las funciones y atribuciones que la Constitución Provincial , las leyes y los reglamentos le confieran.-
3) Realizar todas las acciones conducentes para la defensa y protección de los derechos humanos.-
4) Promover y ejecutar políticas para facilitar el acceso a la justicia de los sectores discriminados.-
5) Recibir denuncias y promover investigaciones.-

6) Evacuar consultas de los miembros del Ministerio Público.

7) Promover la acción de remoción contra el juez o integrante del Ministerio Público que haya incurrido en hechos o conductas que den lugar a su enjuiciamiento, en caso de hallar fundamento suficiente.

8) Controlar el estado de despacho y el desenvolvimiento de las tareas de juzgados y tribunales de cualquier fuero. A tal efecto podrá efectuar verificaciones y requerir pronto despacho en cualquier asunto, por sí o por intermedio de los demás miembros de la defensa oficial , deduciendo con facultades amplias y sin limitación los recursos y quejas tendientes a obtener una rápida administración de justicia, cuando ha vencido el término legal para dictar sentencia, resolución o auto, o se produzcan dilaciones indebidas reiteradas.

9) Intervenir en todas las causas que lleguen a la Suprema Corte de Justicia para las que se encuentre legitimado.

10) Dictar el reglamento de convocatoria y funcionamiento del Consejo de defensores.-

11) Presidir el consejo de defensores.

12) Organizar el funcionamiento de la dependencia a su cargo y proponer los funcionarios auxiliares y empleados necesarios para desarrollar la labor del servicio de defensa público provincial , para su nombramiento por la Suprema Corte de Justicia.-

13) Dictar instrucciones generales relacionadas con su cometido específico.-

14) Ejercer la potestad disciplinaria correctiva interna, según la reglamentación que dicte.-

15) Participar en el proyecto del presupuesto anual del Poder Judicial a los fines previstos por el artículo 8º, y en las modificaciones que se estimaren necesarias, y administrar y disponer los fondos de la cuenta especial del servicio de defensa público provincial, distribuyendo en forma equitativa la partida asignada.

16) Coordinar con la Suprema Corte de Justicia las cuestiones que interesen conjuntamente al tribunal y a la Defensa Pública.

17) Informar a la Suprema Corte de Justicia las cuestiones que se relacionen con el servicio de defensa público provincial.-

18) Organizar y propiciar actividades académicas tendientes a una mayor capacitación y especialización de los miembros del servicio de defensa público provincial.-

19) Requerir a la Suprema Corte de Justicia la imposición de sanciones disciplinarias expulsivas e imponer las correctivas con comunicación a aquélla, respecto a los integrantes del servicio de defensa público provincial.-

20) Administrar los recursos humanos y materiales del servicio de defensa público provincial conforme las reglas generales dictadas para el Poder Judicial.

21) Celebrar convenios con entidades públicas y privadas para una mejor prestación del servicio de la Defensa Pública provincial.

22) Publicar anualmente una memoria de las labores realizadas.

23) Informar objetivamente a los medios de comunicación social sobre los principales asuntos o investigaciones, absteniéndose de vulnerar el principio de inocencia, el derecho a la intimidad, la dignidad de las personas y la reserva de las actuaciones judiciales.

24) Toda otra función que le señale la ley o sea indispensable para el cumplimiento de las facultades y deberes del cargo.

25) Participar en las deliberaciones del Consejo de la Magistratura, a fin de informar sobre los antecedentes de los postulantes, en los términos del artículo 21 de la Ley 11.868.-

Artículo 19º: Corresponde al defensor general departamental:

1) Ejercer la superintendencia del Ministerio Público de la defensa oficial, según delegación del Defensor General.

2) Ejecutar la política general del servicio de defensa pública para su departamento, realizando todas las acciones conducentes para una eficaz prestación del mismo y la protección integral del derecho de defensa.

3) Ejercer la dirección funcional y técnica de la defensa oficial.

4) Organizar el funcionamiento del servicio de defensa pública provincial  y proponer al Defensor General los funcionarios auxiliares y empleados necesarios para desarrollar su tarea.

5) Coordinar y dirigir la labor de los defensores oficiales, defensores oficiales adjuntos, funcionarios auxiliares y empleados, pudiendo a tal efecto organizar la asignación de causas, mediante métodos equitativos de distribución; establecer guardias temporales y zonales y convocarlos periódicamente a fin de elaborar líneas de acción que tiendan al mejoramiento de cada área.

6) Designar a uno o más integrantes del Ministerio de la defensa oficial para que actúen en un asunto determinado o en varios de ellos, con o sin desafectación de su tarea habitual, reemplazarlos entre sí, formar equipos que trabajen conjuntamente o abocarlos a un caso específico, procurando respetar el principio de unidad de la defensa.

7) Elevar periódicamente al Defensor General un informe estadístico de la labor de la defensa pública.

8) Dictaminar en las cuestiones que corresponda resolver a la cámara con superintendencia delegada o no, y coordinar con ésta las cuestiones que interesen a los locales y edificios ocupados por el Ministerio Público de la Defensa.

9) Solicitar al fiscal de cámaras la colaboración de la Policía Judicial o la Policía en función judicial.

10) Supervisar el desempeño de los integrantes de la defensa pública de conformidad a las leyes y reglamentos vigentes.

11) Ejercer la potestad disciplinaria correctiva interna, y sobre los órganos de la defensa oficial del departamento, según la reglamentación que dicte el Defensor General.

Artículo 20º: La función de defensor general departamental será ejercida en cada departamento judicial por un defensor oficial elegido por el Defensor General de la Suprema Corte hasta tanto se provea definitivamente el cargo.-

Artículo 83º: El consejo de defensores, estará integrado por: 1) El Defensor General de la Provincia ; 2) El defensor del tribunal de Casación ; 3) Los defensores generales departamentales ; 4) Un representante del Colegio de Abogados de la Provincia.-

Artículo 84º: Corresponde al consejo de defensores: 1) Proponer las directrices generales para la actuación de todos los integrantes del servicio de defensa pública, de modo de garantizar la efectiva vigencia del derecho de defensa ; 2) Asesorar al Defensor General de la Provincia  en cuantas materias éste le someta ; 3) Establecer criterios para elaborar estadísticas y proyectos de reforma ; 4) Dictar su propio reglamento.-“
Artículo 2º : Incorpóranse los artículos 3º”bis”, 7º”bis”, 18º”bis” y 83º”bis”de la ley 12.061 y sus modificatorias , que quedarán los que tendrán la siguiente redacción : 
“Artículo 3º "bis" : El Defensor General ejerce la dirección del servicio de defensa pública provincial , que goza de autonomía funcional e independencia técnica.La Procuración General y la Suprema Corte de Justicia de la Provincia no podrán interferir en las decisiones del Defensor General vinculadas con la definición de las políticas generales del organismo , la administración y ejecución de los recursos financieros de la defensa , las cuestiones disciplinarias y de nombramiento de personal.-

Artículo 7º "bis": "A fin de asegurar su autonomía , el servicio de defensa pública provincial contará con una asignación presupuestaria anual determinada en base a criterios objetivos que permitan equidad en la distribución de recursos. En caso de no llegar a un consenso sobre las proporcionalidades en la confección del presupuesto entre el Procurador General y el Defensor General , y con el consentimiento de este último , la distribución presupuestaria se realizará asignando por partes iguales a la Defensoría Pública y a la Procuración General de la Provincia de Buenos Aires".-

Artículo 18º "bis": Corresponde al defensor del Tribunal de Casación :

1) Continuar la defensa oficial ante el Tribunal de Casación y demás tribunales superiores , actuando e interponiendo las recursos que correspondan.-

2) Ejercer la potestad disciplinaria correctiva interna , según la reglamentación que dicte el defensor general.-

3) Ejecutar la política general del servicio de defensa oficial , realizando todas las acciones conducentes para una eficaz prestación del mismo y la protección integral del derecho de defensa.-

Artículo 83º "bis":Tendrá derecho a participar de las reuniones del consejo de defensa , con derecho a voz y a la toma de conocimiento de todo lo actuado por el consejo , los representantes de tres (3) organizaciones no gubernamentales , financieramente independientes , de reconocida competencia , que se encuentren debidamente registradas por ante la Secretaría de Derechos Humanos de la Provincia de Buenos Aires , con mandato específico de control  del cumplimiento efectivo de protección y respeto a los derechos humanos a través del servicio de defensa pública.-

La reglamentación determinará el mecanismo de selección de las organizaciones no gubernamentales , recaudos para la adquisición de los derechos precisados en este artículo y forma de acreditación de su representación por ante el consejo.-

Las organizaciones no gubernamentales , emitirán un informe anual en relación al servicio de defensa pública provincial , que deberá ser comunicado a la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires , el Poder Ejecutivo y a ambas cámaras de la Legislatura provincial.-

Artículo 3º : Modifícanse los artículos 3º y 21º de la ley 11.868 y sus modificatorias , que quedarán redactados de la siguiente forma : "Artículo 3º : Composición.Presidencia.El Consejo será presidido por el presidente de la Suprema Corte de Justicia y estará compuesto por dicho magistrado; un (1) juez de cámara; un (1) juez de primera o única instancia ; un (1) miembro del Ministerio Público Fiscal y un (1) miembro del cuerpo de defensores ; seis (6) representantes del Poder Legislativo; tres (3) representantes del Poder Ejecutivo y cuatro (4) representantes del Colegio de Abogados de la Provincia.Cualquiera sea su procedencia, los consejeros no podrán ser designados como magistrados o miembros del Ministerio Público, mientras se desempeñen como tales y hasta que concluya el período para el cual fueran electos".
"Artículo 21º: Intervención informativa del Ministerio Público.En las deliberaciones del Consejo podrán intervenir el Procurador General o el Subprocurador y el Defensor General a fin de informar sobre los antecedentes de los postulantes reunidos en el órgano a su cargo".-

Artículo 4º : Comuníquese al Poder Ejecutivo.-

FUNDAMENTOS

Se presenta esta iniciativa legislativa desde la comprensión y la necesidad de realizar una acotada pero profunda reforma institucional , disponiendo una diferenciación funcional clara entre la Defensoría Pública Provincial y el Ministerio Público Fiscal.-

Este proyecto debe enmarcarse , dentro de un proceso mayor que lo excede y contiene de adecuación de las instituciones del estado para lograr el efectivo acceso a la justicia por parte de la totalidad de los habitantes de la Provincia.-
Plantea el texto propuesto a esta Honorable Cámara la necesidad de dar y garantizar la autonomía de la Defensa Pública en el estado provincial ; la que solo puede lograrse si existe una clara independencia para obrar en relación a la separación autoridades responsables dentro del Ministerio Público , sus potestades y su financiamiento.-

Se busca en esta iniciativa , no solo brindar garantías de igualdad procesal  para el ejercicio de la defensa pública penal ; sino acompañar con la nueva configuración de las instituciones propuesta un tiempo político que aspire a concretar el pleno goce y tutela de los derechos humanos , hoy coartados en el servicio de justicia.-
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El proyecto retoma para legislar en nuestra jurisdicción , los parámetros y finalidades pretendidos en el ámbito nacional , que ha incorporado esta división institucional a través de la sanción de la ley 24.946 y sus modificatorias.-

La iniciativa ha tenido cuidado en el tratamiento del instituto legislado para evitar aspectos que pudiesen ser objeto de cuestionamientos constitucionales en contradicción con la carta local.-

La fundamentación jurídica de la separación y su viabilidad ha sido sostenida inclusive por el más alto cargo del Ministerio Público ; así desde su función el Procurador General , en la exposición de motivos del anteproyecto presentado por ante el Senado provincial en agosto de 1999 , expresaba : “Es evidente que el ejercicio de la superintendencia que tiene el Procurador General sobre los restantes miembros del Ministerio Público (artículo 189º de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires) , no puede tener los mismos alcances para dos funciones netamente contradictorias como son la de acusar y defender ; pues de entenderse así se vería desnaturalizada plenamente la inviolabilidad de la defensa de la persona y de los derechos en todo procedimiento administrativo y judicial (artículo 15º de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires)…Es imposible pensar que un mismo órgano tenga el control y la dirección técnica y política sobre los funcionarios que tienen en sus manos el ejercicio de la persecución penal del estado , por un lado y sobre los funcionarios encargados de defender al imputado contra esa misma persecución estatal , por el otro”.-
La lectura del actual artículo 189º de la Constitución Provincial , y la búsqueda de su armonía con el resto del plexo normativo constitucional provincial , nos permite compartir –con otras voces de calificada entidad- que la correcta interpretación visualiza a la defensa penal oficial no incluída dentro de la pirámide de la institución.El artículo expresa: “El Ministerio Público será desempeñado por el procurador y subprocurador general de la Suprema Corte de Justicia; por los fiscales de Cámaras, quienes deberán reunir las condiciones requeridas para ser jueces de las Cámaras de Apelación; por agentes fiscales, asesores de menores y defensores de pobres y ausentes, quienes deberán reunir las condiciones requeridas para ser jueces de primera instancia. El procurador general ejercerá superintendencia sobre los demás miembros del Ministerio Público”.Persiguiendo esta finalidad , la reglamentación de la defensa pública , podrá quedar incluída dentro de una misma institución en la medida que garantice este servicio ,  y respetar la supremacía constitucional del derecho a la defensa.-
A través de este proyecto se brinda acabado cumplimiento a la manda constitucional , garantizando un servicio de defensa pública autónoma , autárquico y con presupuesto.-
La nueva estructura , orgánica , funcional y financiera , desde el novel posicionamiento permitirá un mejoramiento sustancial en el diseño y ejecución de políticas específicas para materia (criminal en particular , y de defensa pública en forma más general).-

Por otra parte , la separación funcional permitirá una inserción institucional mas fuerte dentro del Ministerio Público.-
La reforma proyectada , coloca al estado provincial en una mejor situación para el cumplimiento de las obligaciones contraídas por nuestro país con la suscripción de los distintos instrumentos regionales e internacionales de protección de derechos humanos. Una obligación que en particular insta a los poderes legislativos de cada jurisdicción local que integran los estados federales , al dictado constante de leyes que hagan efectivos los derechos consagrados en los documentos. Esta ley , se ordena en ese sentido , desarrollando mejores niveles tuitivos del derecho que todo ciudadano tiene –y los sectores marginados mucho más- a la defensa que todo estado debe garantizarle.Hablamos de defensa en juicio , acceso a la justicia y defensa frente a la propia violencia del estado.-

El proyecto presentado viene a poner fin a un viejo y contradictorio conflicto de intereses que contiene la vida institucional del Ministerio Público originado en poder llevar adelante la acusación penal y la defensa pública penal , encontrando como máximo responsable al mismo funcionario.-

El problema no es meramente teórico , y fue el escenario que provocó las decisión de delegar por parte del Procurador General de las facultades de superintendencia y gobierno de la defensa al Tribunal de Casación Penal ; las que fueron retrotraídas injustificadamente con posterioridad.Con independencia de lo narrado , existe una rica experiencia realizada desde la Defensoría de Casación que demuestra los beneficios que reporta al sistema institucional la independencia de funciones.-

La autonomía de la defensa buscada en este proyecto tiene por objetivo mayor lograr el abandono de una situación de inferioridad que posee respecto a los demás actores del sistema.-
Nada de esto se hace sin autarquía financiera , sin presupuesto. El proyecto es claro al equiparar económicamente a la procuración y a la defensoría oficial.El presupuesto se determinará en base a criterios objetivos que permitan equidad en la distribución de recursos. Pero para el eventual caso de no llegar a un acuerdo en la medida de las asignaciones , el mismo se dividirá en partes iguales entre la Defensoría Pública y la Procuración General de la Provincia de Buenos Aires.-

Los nudos centrales que instan esta iniciativa , han sido reiterada y permanentemente reclamados desde notorias organizaciones no gubernamentales , e incluso ha sido promocionado desde organismos del propio estado bonaerense (la Secretaría de Derechos Humanos y la misma Procuración General de la provincia han presentado oportunamente iniciativas en ese sentido).Por la trascendencia de la necesidad de modificación institucional que conlleva , y los beneficios que acarreará este proyecto , es que solicito al resto de los legisladores acompañen con su voto al mismo.-
